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que figura en el Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre
(“Boletín Oficial del Estado” de 27 de diciembre de 2000).

b) En la tramitación del expediente se han observado las forma-
lidades legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero

La competencia de esta Dirección General de Industria, Energía
y Minas para resolver la cuestión planteada viene determinada por
el Real Decreto 1860/1984 (“Boletín Oficial del Estado” de 19 de
octubre de 1984); el Decreto 25/2009, de 18 de marzo (BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 30 de marzo de 2009),
en relación con la Ley 54/1997, del Sector Eléctrico (“Boletín Ofi-
cial del Estado” de 28 de noviembre de 1997); el Real Decre-
to 1955/2000 (“Boletín Oficial del Estado” de 27 de diciembre
de 2000), por el que se regulan las actividades de transporte, distri-
bución y comercialización, suministro y procedimiento de autoriza-
ción de instalaciones de energía eléctrica; el Decreto 131/1997,
de 16 de octubre, por el que se fijan los requisitos que han de cum-
plir las actuaciones urbanísticas en relación con las infraestructuras
eléctricas (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 27
de octubre de 1997); la Ley 2/2007, de 27 de marzo, por la que se re-
gula la garantía del suministro eléctrico en la Comunidad de Madrid
(BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 16 de abril
de 2007); el Reglamento de Líneas Aéreas de Alta Tensión, aproba-
do por Decreto 3151/1968 (“Boletín Oficial del Estado” de 27 de di-
ciembre de 1968), y el Reglamento sobre Centrales Eléctricas, Sub-
estaciones y Centros de Transformación, Real Decreto 3275/1982
(“Boletín Oficial del Estado” de 1 de febrero de 1982), y sus instruc-
ciones técnicas complementarias (“Boletín Oficial del Estado” de 1
de agosto de 1984).

Segundo

Del examen de la documentación que obra en el expediente se
desprende que se ha seguido el procedimiento y cumplido los requi-
sitos establecidos en la normativa citada, así como los demás de ge-
neral y pertinente aplicación, por lo que esta Dirección General de
Industria, Energía y Minas, en el uso de sus atribuciones legalmen-
te establecidas,

RESUELVE

Primero

Autorizar a “Unión Fenosa Distribución, Sociedad Anónima”, el
proyecto de construcción de una línea y un centro de transformación
en calle Conde de Aranda, número 1, del término municipal de Ma-
drid (28001 Madrid), cuyas características y ubicación, en coorde-
nadas UTM referidas al huso 30, son:

2009P518 ULE4094 441731 4475084 166
Nueva 441732 4475084 15

1 Subterránea /RHZ1 2OL 12/20 kV, 240 mm2, Al

Referencia línea UTM origen X-Y Long. (m)

Actuación UTM final X-Y T. serv. (kV)

N.o c. Tipo Conductor aéreo/subterráneo

2009P518 UCE4506 Nuevo 1 × 1.000 441723 4475015
Interior 15 kV/420 V Ruptofusibles

Ref. centro Actuación kVA máxima Situación X-Y UTM

Tipo R. transf. Protección

Segundo

Aprobar el proyecto de ejecución de las instalaciones citadas en
el párrafo anterior con arreglo a las siguientes condiciones:

1. Las obras se realizarán de acuerdo con el proyecto presenta-
do, con las variaciones que en su caso se soliciten y autoricen, cum-
pliendo las prescripciones dispuestas en los Reglamentos vigentes.

2. El plazo de ejecución de la instalación será de veinticuatro
meses, contado a partir de la fecha de la presente Resolución, al tér-
mino del cual se presentará la solicitud del acta de puesta en servi-

Consejería de Economía y Hacienda
Resolución de 18 de septiembre de 2009, del Director General de

Tributos y Ordenación y Gestión del Juego, por la que se procede a
publicar la Orden de 12 de agosto de 2009, del Consejero de Eco-
nomía y Hacienda, por la que se deniega la solicitud de suspen-
sión de la ejecución de la Resolución de 16 de julio de 2009, del
Director General de Tributos y Ordenación y Gestión del Juego,
contenida en el recurso de alzada interpuesto contra la misma por
don Isidoro Ayuso Martín, que se relaciona en el Anexo Único.

Intentada sin efecto la práctica de la notificación en el domicilio
de don Carlos Humberto Cadena Cubero, en calidad de interesado,
de la Orden de 12 de agosto de 2009, del Consejero de Economía y
Hacienda, que se relaciona en el Anexo Único,

HE RESUELTO

Ordenar su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD
DE MADRID y en el tablón de edictos del Ayuntamiento que corres-
ponda, a los efectos previstos en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Madrid, a 18 de septiembre de 2009.—El Director General de
Tributos y Ordenación y Gestión del Juego, Fernando Prats Máñez.

ANEXO ÚNICO

Orden de 12 de agosto de 2009, de la Consejería de Economía y
Hacienda, por la que se deniega la solicitud de suspensión de la eje-
cución de la Resolución de 16 de julio de 2009, del Director Gene-
ral de Tributos y Ordenación y Gestión del Juego.

Vista la petición de suspensión de la ejecución de la Resolución
de 16 de julio de 2009, del Director General de Tributos y Ordena-
ción y Gestión del Juego, por la que se resuelve tener por desistido
al interesado de su solicitud de autorización para instalar máquinas
recreativas y recreativas con premio programado en el estable-
cimiento de hostelería denominado “La Taberna de las Delicias”,
contenida en el recurso de alzada presentado por don Isidoro Ayuso
Martín, en nombre y representación de la mercantil “Borrás y Mi-
llet, Sociedad Anónima”, de fecha 28 de julio de 2009, y teniendo
en cuenta los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero

Con fecha 3 de abril de 2009, don Carlos Humberto Cadena Cu-
bero, como titular del establecimiento de hostelería denominado “La
Taberna de las Delicias”, y la EO “Borrás y Millet, Sociedad Anó-
nima”, presentaron conjuntamente solicitud de autorización para la
instalación de máquinas recreativas y recreativas con premio pro-
gramado en el mencionado establecimiento.

cio acompañada de un certificado de fin de obra suscrito por técni-
co competente.

Tercero

La presente autorización administrativa y aprobación de proyec-
to de ejecución se concede sin perjuicio de otras autorizaciones, li-
cencias o concesiones que fuese necesario obtener de otros Organis-
mos Oficiales competentes, así como de los propietarios de locales
o terrenos.

Contra esta Resolución cabe interponer recurso de alzada en el
plazo de un mes a partir de su notificación ante el excelentísimo se-
ñor Consejero de Economía y Hacienda de la Comunidad de Madrid,
conforme al artículo 114 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común (“Boletín Oficial del Estado” de 27 de noviembre de 1992),
en su nueva redacción dada por la Ley 4/1999.

Madrid, a 16 de septiembre de 2009.—El Director General de In-
dustria, Energía y Minas, Carlos López Jimeno.

(02/10.969/09)
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Segundo

Tramitado el correspondiente procedimiento el 16 de julio de 2009,
el Director General de Tributos y Ordenación y Gestión del Juego
dictó Resolución por la que se tenía por desistido al interesado de la
solicitud formulada, al haber transcurrido el plazo concedido para
aportar documentación y no haberse presentado documentación vá-
lida alguna.

Tercero

Dicha Resolución fue notificada el 22 de julio de 2009 a “Borrás
y Millet, Sociedad Anónima”, que interpuso recurso de alzada con-
tra la misma, con fecha 28 de julio de 2009, en el que solicita la sus-
pensión de la ejecución de la resolución impugnada.

Cuarto

El Director General de Tributos y Ordenación y Gestión del Jue-
go emite informe, con fecha 7 de agosto de 2009, proponiendo la de-
negación de la suspensión de la ejecución de la citada Resolución
de 16 de julio de 2009.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero

La competencia para decidir sobre la petición de suspensión co-
rresponde al Consejero de Economía y Hacienda de la Comunidad
de Madrid, al ser el órgano competente para la resolución del recur-
so de alzada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41.g) de
la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Administración
de la Comunidad de Madrid, en relación con el artículo 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún; en el Decreto 77/2008, de 3 de julio, del Consejo de Gobierno,
por el que se establece el número y denominación de las Consejerías
de la Comunidad de Madrid; en el Decreto 25/2009, de 18 de mar-
zo, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura or-
gánica de la Consejería de Economía y Hacienda, y, a su vez, en re-
lación con lo previsto en el artículo 111.2 de la citada Ley 30/1992,
de 26 de noviembre.

Segundo

El recurrente solicita en el recurso de alzada la suspensión de la
ejecutividad de la Resolución impugnada, fundando su petición en
los daños de imposible reparación que su ejecución causaría.

Por otro lado, alega como uno de los motivos de impugnación de
la Resolución la nulidad de pleno derecho de la misma, al haberse
vulnerado el artículo 89.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, puesto que en dicha Resolución
no se expresan los recursos que proceden contra la misma.

En este sentido, es preciso señalar que el artículo 111.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, faculta al órgano competente para resolver el recurso para sus-
pender la ejecución de la resolución recurrida cuando esta pudiera
causar perjuicios de imposible o difícil reparación o cuando la im-
pugnación se fundamente en alguna causa de nulidad de pleno dere-
cho del artículo 62.1 de la mencionada Ley, y siempre “previa pon-
deración suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al
interés público o a terceros la suspensión y el perjuicio que se causa
al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto re-
currido”.

En este sentido, es preciso señalar, en primer lugar, por lo que se
refiere a los daños de imposible reparación que la ejecución de la
Resolución causaría, que la jurisprudencia más reiterada tiene esta-
blecido que la suspensión es una medida de carácter excepcional y,
por tanto, de interpretación restrictiva, siendo requisito indispensa-
ble para concederla que se acredite la concurrencia de cualquiera de
las circunstancias señaladas por los textos legales, y que cuando es-
tas consistan en que la ejecución pudiese irrogar daños de imposible
o difícil reparación, estos deben acreditarse para poder realizar la
adecuada ponderación de intereses exigida por la Ley.

Entre otras, recoge esta línea jurisprudencial la sentencia del Tri-
bunal Supremo de 26 de enero de 1998, en su fundamento jurídico
tercero: “(...) debiendo en todo caso ser ponderada la medida en que

el interés público demanda la ejecución, habiendo venido por ello la
jurisprudencia a exigir el relato o concreción de los daños o perjui-
cios susceptibles de causarse y una prueba al menos indiciaria de la
posibilidad de que los mismos se produzcan”.

Esta exigencia viene derivada de que, como también tiene esta-
blecido el Tribunal Supremo, “el interés público reside, por princi-
pio, en la ejecución de las resoluciones administrativas, que consti-
tuye la regla general” (sentencia de 22 de diciembre de 2000,
fundamento jurídico cuarto).

En definitiva, la regla general de no suspensión de la ejecución del
acto impugnado, establecida en el artículo 111.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, no cede ante
la mera alegación de eventuales daños no probados ni concretados.

Por otro lado, en cuanto a la alegación efectuada por el recurrente
sobre la nulidad de pleno derecho de la Resolución, es señalar que,
tal y como se establece en reiteradas sentencias y, concretamente, en
la sentencia del Tribunal Supremo, de 4 de junio de 2002, “la justicia
cautelar forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva (...)”.

Destacarse, pues la finalidad de la medida cautelar, únicamente el
aseguramiento de la efectividad de la sentencia o del resultado del
proceso cuando sea necesario, y la trascendencia de la ponderación
de todos los intereses en conflicto, generales o de terceros, cuya fre-
cuente tensión, por hallarse habitualmente enfrentados, entre otros,
los de efectividad de la decisión judicial y los de eficacia adminis-
trativa, ha de solucionarse a base de ponderar, casuísticamente, su
preeminencia o prevalencia, en vista de la dificultad de fijar reglas
generales , habida cuenta también del criterio que resultaba de la ex-
posición de motivos de la Ley de 1956, reguladora de esta jurisdic-
ción, a cuyo tenor, al juzgar sobre la procedencia de la suspensión a
que se refería, habría de considerarse, ante todo, la medida en que el
interés público exija la ejecución, para otorgar la suspensión, con
mayor o menor amplitud, según el grado en que el interés público
esté en juego, lo que imponía examinar el “grado” de dicho interés
público, para adoptar la pertinente resolución sobre la suspensión de
la ejecución, aunque sin poder prejuzgar la cuestión de fondo, al no
ser el incidente de suspensión cauce procesal idóneo para decidir so-
bre la que es objeto del litigio (autos de esta Sala de 19 de mayo y 12
de noviembre de 1998, 28 de enero y 9 de julio de 1999, 15 de marzo
de 2000, 3 de abril y 19 de junio de 2001 y 29 de enero de 2002 y
sentencia de 1 de junio de 2001).

La apariencia de buen derecho, al margen de que solo puede ser
factor importante para dilucidar la prevalencia del interés que podría
dar lugar a la procedencia de la suspensión en algún supuesto con-
creto, pero siempre que concurriera la existencia de daños o perjui-
cios de difícil o imposible reparación, debidamente acreditada por
quien solicita la suspensión, aunque no quepa exigir una prueba ri-
gurosa al respecto, requiere, según reiterada jurisprudencia, una pru-
dente aplicación, lo que significa que, en general, solo pueda consi-
derarse su alegación como argumento de la procedencia de la
suspensión cuando el acto o disposición impugnada haya recaído en
cumplimiento o ejecución de una norma o disposición general pre-
viamente declarada nula, o cuando se impugna acto o disposición
idénticos a otros que ya fueron jurisdiccionalmente anulados, pues-
to que, en definitiva, cuando se postula la nulidad en virtud de cau-
sas que han de ser, por primera vez, objeto de valoración o decisión
en el proceso principal, lo que se pretende es que se prejuzgue la
cuestión de fondo, con infracción, entonces, del artículo 24 de la
Constitución que reconoce el derecho al proceso con las garantías de
contradicción y prueba, al no ser el incidente de suspensión cauce
procesal idóneo para decidir la cuestión objeto del litigio, argumen-
to extensible al supuesto en que se invoque la nulidad de pleno de-
recho del acto o disposición, que, además, ha de ser ostensible, ma-
nifiesta y evidente, tal como se refleja, por ejemplo, en auto de esta
Sala de 9 de marzo de 1999, y en las otras resoluciones que en él se
mencionan”.

Por otro lado, la sentencia del Tribunal Supremo, de 5 de junio
de 2000, establece que “no puede analizarse la cuestión de fondo al
resolver una pieza separada de suspensión salvo que se trate de una
nulidad radical o que la apariencia de buen derecho en el recurrente
sea palmaria y evidente”, habiéndose precisado por este Tribunal, en
orden a la primera, que solo “en los casos en que tal nulidad apare-
ciese como algo ostensible y evidente podría resultar justificada una
suspensión basada en la misma (la nulidad) y una vez acreditada la
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producción de daños y perjuicios” (sentencias de 4 de noviembre
de 1997 y 5 de marzo de 1998, entre otras), dado que es en el recurso
contencioso-administrativo, y no en la pieza separada de suspen-
sión, donde han de enjuiciarse los motivos de ilegalidad del acto que
se aduzcan, de modo que la ilegalidad del acto no puede servir de
apoyo a la petición de suspensión de su ejecutividad, salvo, como
queda dicho, cuando la nulidad postulada sea manifiesta, ostensible
y evidente, sin necesidad de un análisis de fondo, lo que se conside-
ra impropio del momento procesal de la suspensión y correspon-
diente solo al de la sentencia que haya de dictarse en los autos prin-
cipales de los que la pieza de suspensión dimana.

De conformidad con la jurisprudencia expuesta, es preciso seña-
lar que, en este caso, no solo no se ha acreditado la existencia de los
perjuicios de imposible reparación que causaría la ejecución de la
Resolución, sino que, además, la causa de nulidad alegada por el re-
currente no puede ser considerada adecuada para dar lugar a la sus-
pensión de la misma, puesto que no se trata de una causa de nulidad
ostensible y manifiesta “prima facie”, por cuanto que apreciar que
pudiera existir, o no, la nulidad predicada exigiría un examen del
fondo del asunto a la luz de los preceptos legales y de la jurispruden-
cia aplicables, que solo pueden ser objeto de valoración y decisión
en el proceso principal, so pena de prejuzgar la cuestión de fondo
para lo cual el incidente de suspensión no resulta trámite idóneo;
máxime cuando el recurrente ha interpuesto contra la Resolución el
recurso legalmente previsto (recurso de alzada), en el plazo legal-
mente establecido y ante el órgano competente y ha podido alegar lo
que ha considerado conveniente sobre el fondo del asunto.

En su virtud,

RESUELVE

Denegar la petición de suspensión de la ejecución de la Resolu-
ción de 16 de julio de 2009, del Director General de Tributos y Or-
denación y Gestión del Juego, referida en el encabezamiento, conte-
nida en el recurso de alzada interpuesto contra la misma por don
Isidoro Ayuso Martín, en nombre y representación de la mercantil
“Borrás y Millet, Sociedad Anónima”.

La presente Orden pone fin a la vía administrativa y contra la mis-
ma podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante el
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el plazo de dos meses a
contar desde el día siguiente a la fecha de notificación, de conformi-
dad con lo establecido en los artículos 10, 14 y 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier
otro recurso que estimen procedente en defensa de sus derechos.

Madrid, a 12 de agosto de 2009.
El Consejero de Economía y Hacienda,

ANTONIO BETETA BARREDA

(03/32.480/09)

Consejería de Economía y Hacienda
Notificación de inicio del procedimiento de revocación del título-

licencia y plazo de alegaciones.

Por medio de la presente se pone en conocimiento de las empre-
sas reseñadas que por esta Comunidad Autónoma, Consejería de
Economía y Hacienda, se ha notificado lo siguiente:

ANEXO

Notificado. — Último domicilio conocido. — Disposición legal
infringida. — Objeto de la notificación

Bolitur Travel, Sociedad Limitada. — Conde de Peñalver, 38,
sexto C, Madrid. — 11.c) y f) del Decreto 99/1996, de 27 de ju-
nio. — Inicio procedimiento revocación título-licencia.

En Clave Rural, Sociedad Limitada. — Ferrocarril, 6, Madrid. —
11.c) y f) del Decreto 99/1996, de 27 de junio. — Inicio proce-
dimiento revocación título-licencia.

Yineth Gómez González (nombre comercial: Viajes Eurocol). —
Amor Hermoso, 20, Madrid. — 11.c) y f) del Decreto 99/1996, de
27 de junio. — Inicio procedimiento revocación título-licencia.

Lo que se realiza en cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Los expedientes de referencia se encuentran a disposición de los in-
teresados en las dependencias de esta Consejería, Sudirección General
de Empresas y Actividades Turísticas, Sección de Agencias de Viajes,
calle Príncipe de Vergara, número 132, quinta planta, de Madrid.

Madrid, a 25 de septiembre de 2009.—La Técnico de Apoyo, Ma-
ría del Carmen del Castillo.

(03/33.195/09)

Consejería de Economía y Hacienda
Revocación de título-licencia de agencia de viajes.

Por medio de la presente se pone en conocimiento de las empre-
sas reseñadas que por esta Comunidad Autónoma, Consejería de
Economía y Hacienda, se ha notificado la siguiente Resolución:

ANEXO

Notificado. — Último domicilio conocido. — Disposición legal
infringida. — Objeto de la notificación

Julián Esteban Correa López (nombre comercial: Bless Tra-
vel). — San Narciso, 15, Madrid. — 11.c) y f) del Decreto 99/1996,
de 27 de junio. — Revocación título-licencia CICMA 1829.

Egenio Gabarre Peralta (nombre comercial: Gavaltours). — Galle-
gos, 22, Alcalá de Henares (Madrid). — 11.c) y f) del Decreto 99/1996,
de 27 de junio. — Revocación título-licencia CICMA 2022.

Maritza Alexandra Vera Arizaga (nombre comercial: Línea
Tours). — Silva, 6, tercero A, Madrid. — 11.c) y f) del Decre-
to 99/1996, de 27 de junio. — Revocación título-licencia CICMA 1671.

Renso Tejeiro (nombre comercial: Viajes Rentej). — Jaime el
Conquistador, 50, local 1, Madrid. — 11.c) y f) del Decreto 99/1996,
de 27 de junio. — Revocación título-licencia CICMA 2052.

Ruth Viviana Guadalupe Medina (nombre comercial: Rutvi
Tour). — Diego Manchado, 25, local 13, Madrid. — 11.c) y f) del
Decreto 99/1996, de 27 de junio. — Revocación título-licencia
CICMA 2125.

Lo que se pone en conocimiento de los interesados a los efectos
previstos en el artículo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999,
de 13 de enero, de presentar recurso de alzada ante el Consejero de
Economía y Hacienda en el plazo de un mes a partir de la presente
publicación.

Se comunica a los interesados que el texto íntegro de dicha reso-
lución se encuentran en las dependencias de esta Consejería, Subdi-
rección General de Empresas y Actividades Turísticas, Sección de
Agencias de Viajes, calle Príncipe de Vergara, número 132, quinta
planta, de Madrid.

Madrid, a 25 de septiembre de 2009.—La Técnico de Apoyo, Ma-
ría del Carmen del Castillo.

(03/33.193/09)

Consejería de Economía y Hacienda
Revocación de título-licencia de agencia de viajes.

Por medio de la presente se pone en conocimiento de las empre-
sas reseñadas que por esta Comunidad Autónoma, Consejería de
Economía y Hacienda, se ha notificado la siguiente resolución:

Notificado. — Último domicilio conocido. — Disposición legal
infringida. — Objeto de la notificación

Viajes Erimar, Sociedad Limitada. — Avenida de Canillejas a Vi-
cálvaro, 131, local 2, Madrid. — 11.c) y f) del Decreto 99/1996,
de 27 de junio. — Revocación título-licencia CICMA 1901.


